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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

        SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:
Fernán Camilo Valencia López
                   Pereira, cinco de octubre de dos mil nueve

                            
     Acta No 521.

A las diez de la mañana del día de hoy, hora y fecha señaladas para celebrar la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal de divorcio de matrimonio católico promovido por Holven de Jesús Ríos Osorio en contra de Gloria Patricia Suárez, los Magistrados Fernán Camilo Valencia López, Claudia María Arcila Ríos y Gonzalo Flórez Moreno que integran esta Sala Civil y de Familia del Tribunal, en asocio de la Secretaria de la misma, declaran abierto el acto público. Como la etapa de alegaciones transcurre en silencio ante la ausencia de los representantes judiciales de las partes, se procede a resolver de mérito el grado jurisdiccional de consulta ordenado respecto de la sentencia que el pasado 11 de agosto profirió el Juzgado de Familia de Dosquebradas, de acuerdo con el proyecto de sentencia presentado por el Magistrado Ponente, que fue discutido y aprobado en sesión de que da cuenta el acta de la referencia.
ANTECEDENTES

En demanda presentada en noviembre de 2007 solicitó el actor por medio de apoderado judicial decretar el divorcio del matrimonio católico que contrajo con la demandada; declarar disuelta la sociedad conyugal existente; ordenar la inscripción de la sentencia en los respectivos folios del registro civil y condenar en costas a la demandada.
Como fundamento de estas pretensiones se expuso que las partes contrajeron matrimonio el 21 de febrero de 2005 en la Notaría Quinta del Círculo de Pereira; que de la unión no hubo descendencia y que “por incompatibilidad de caracteres e incumplimiento de sus obligaciones de esposa los cónyuges… desde hace aproximadamente cinco (5) años, interrumpieron su vida en común, sin que a la fecha se considere posible la pacifica reanudación de sus relaciones conyugales y el mutuo entendimiento que se requiere para una normal convivencia”. 
Admitida la demanda por el Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de Dosquebradas mediante auto de 12 de marzo de 2008, el día 31 de ese mismo mes, según lo dispuesto por el Acuerdo número PSAAO8-4628, se remitió por competencia al Juzgado de Familia de esa localidad. 

Mediante proveído del 24 de abril se dispuso el emplazamiento de Gloria Patricia Suárez con sujeción a lo previsto por el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil, el cual solo se llevó a cabo el 29 de marzo pasado. Como la citada no atendió el llamamiento edictal, se le designó un curador ad-litem que aceptó los hechos probados documentalmente y dijo atenerse a lo que resultara probado en el proceso.
En desarrollo de la audiencia ordenada por el artículo 430 ibídem se ordenaron las pruebas pedidas en el libelo y así se practicaron, con excepción del testimonio de John Willinton Rengifo Bedoya; se agotó la etapa de alegaciones y se dictó sentencia estimatoria de la pretensión divorcista.
Como en estos términos la decisión resultó adversa a la demandada, quien estuvo ausente del proceso y representada por curador ad litem, se ordenó su consulta, la que ahora, desprovisto el proceso de vicios que pudieren invalidarlo total o parcialmente, se resuelve con apoyo en estas

CONSIDERACIONES

Primeramente se advierte que Holven de Jesús Ríos Osorio y Gloria Patricia Suárez, por su condición de cónyuges entre sí, calidad que acredita el registro civil de matrimonio que obra a folio 3 del cuaderno principal, están legitimados para enfrentarse en un proceso de esta naturaleza.  Y como los presupuestos procesales se advierten reunidos y no se avizora la presencia de nulidad que pudiera invalidar la actuación, procede resolver de mérito como se anunció.

Aunque no se especificó de manera concreta la causal de divorcio invocada por el interesado, de la demanda y los hechos que intentaron acreditarse con los testimonios traídos al proceso, es posible concluir que la pretensión de divorcio tiene sustento en la causal 8° que prevé el artículo 6° de la ley 25 de 1992, que modificó el 154 del Código Civil: “La separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos años”
.  

Y para probar los supuestos de hecho correspondientes, trajo al expediente las declaraciones de Johnny y Luis Carlos Gómez Bedoya, los cuales dieron un testimonio similar. El primero, dijo conocer al demandante “desde hace más o menos 20 años”; que no pudo ir a su matrimonio, y que tres meses después del casamiento le contó que la esposa lo había abandonado y que “en esos mismos días se fue para España [hablando del demandante]”. El otro, expuso haber sido el padrino de la boda, sabe que la pareja vivió junta aproximadamente dos meses porque “yo le pregunte a HOLVEN cómo va con el matrimonio? Y me dijo, …no ve que esa muchacha se fue y me dejó”. Asimismo, dijo no saber si entre los esposos hubo reconciliación. Declaraciones de las cuales no puede más que concluirse que los deponentes no han tenido conocimiento directo de las circunstancias que pretenden acreditar, es más, ambos han venido a hablar de lo que el señor Ríos Osorio les contó. Situación que indudablemente los constituye en típicos testigos de oídas, con escaso valor probatorio, toda vez que solo hacen eco de lo que el propio libelista se ha encargado de decirles, y que de aceptarse equivaldría a facultar en el fondo a que los contendientes fabriquen a su amaño las pruebas, lo que repugna a una apreciación de las mismas fundadas en el equilibrio y la imparcialidad, como lo tiene dicho la Sala de Casación Civil de la H. Corte Suprema de Justicia:
“...la doctrina y la jurisprudencia tienen bien establecido cuán precarias probatoriamente son esas narraciones de segunda mano, especialmente, como es de suponer, cuando aquél que a la versión dio origen, tiene especial interés en la situación, como quiera que, cual lo expresara la Corte, ‘es natural que si un testigo basa su exposición en lo que una de las partes contendientes le dice, carece absolutamente de valor demostrativo; de no, sería enrarecer el ámbito probatorio, dado que ello traduciría en la práctica que las partes puedan hacerse su propia prueba, oponiendo a la contraparte no más que sus afirmaciones’ (Cas. 9 de febrero de 1995).

“Y es que, a la verdad, en vista de que, como muy bien lo insinuaba el código judicial, testimonio de tal naturaleza prueba las palabras mas no lo hechos, es poco meritorio, porque, aguzando el entendimiento, fácilmente se comprende que de otro modo daríase el curioso evento de que en últimas resulte declarando una persona que sin venir al proceso y, por ende, sin asumir responsabilidad ninguna, simplemente hace llegar al juez y a través de otro el eco de sus palabras.  Y claro, si ya respecto del testigo presencial se corren riesgos, estos adquieren ribetes extremos cuando las palabras se echan a rodar, con el peligro latente de que en un momento dado se conviertan en rumor, siendo oportuno remembrar que según Loysel (citado por Gorphe) ‘un tonel de rumores nunca está lleno’.” (Sentencia de 22 de abril de 2002. Magistrado Ponente doctor Manuel Ardila Velásquez.  “Gaceta Jurisprudencial.  N° 111.  Mayo 2002.  Pág. 16).

Por eso debe decirse que no es cierto, como lo sostuvo el Juzgado de Familia de Dosquebradas en su decisión, que la prueba testimonial recaudada “ofrece todos los elementos necesarios para darle credibilidad. Lo anterior si se tiene en cuenta que los deponentes tuvieron conocimiento de los hechos narrados o son personas que los pudieron presenciar o percibir directamente”. En consecuencia, y como Holven de Jesús Ríos Osorio no satisfizo la carga de la prueba que le incumbía, habrá de revocarse la sentencia dictada en este asunto. 

No aparecen causadas costas en el trámite del grado jurisdiccional.

A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  REVOCA la sentencia dictada el 11 de agosto de 2009 en este proceso por el Juzgado de Familia de Dosquebradas y en su lugar DENIEGA las pretensiones del libelo.

Sin costas.

La decisión se notifica en estrados, y como no es otro el objeto de la diligencia, la audiencia se declara cerrada y la presente acta es leída, aprobada y firmada por los que en ella intervinieron.

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos


  Gonzalo Flórez Moreno

La Secretaria,

María Clemencia Correa Martínez







� “No siempre la demanda, que es la pieza fundamental del proceso, viene revestida de la suficiente claridad y precisión. Con todo, cuando adolece de cierta vaguedad en la relación de los hechos o en la forma como quedaron concebidas las súplicas, le corresponde al fallador desentrañar la pretensión o pretensiones contenidas en el libelo, en procura de no sacrificar el derecho, puesto que no es aceptable en el campo de la hermenéutica de la demanda, como lo tiene sentado la doctrina de la Corte, que la torpe expresión de las ideas pueda ser motivo valedero para subestimar el derecho reclamado, “cuando éste alcanza a percibirse en la intención y en la exposición de idas del demandante””. Casación Civil de octubre 12 de 1938, XLVIII,438.
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